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Resumen: los derechos sociales en las constituciones de los es-
tados es un tema que merece ser abordado desde el estudio del 
derecho constitucional, con el propósito de extraer el conteni-
do esencial, su configuración y la tutela judicial desde la justicia 
constitucional local. Actualmente casi la totalidad de las entida-
des federativas de México, han incorporado alguno de los dere-
chos sociales, en la mayoría de los casos, se trata de una repro-
ducción de los derechos de corte federal; sin embargo, existen 
otros que han desarrollado un auténtico reconocimiento de de-
rechos propios que los diferencia de la Constitución Federal. La 
finalidad de este estudio es explorar el reconocimiento de los 
derechos sociales, su contenido característico, y los mecanis-
mos procesales para su protección.

Abstract: Social rights in the constitutions of the states is a sub-
ject that deserves to be approached from the study of consti-
tutional law, with the purpose of extracting the essential con-
tent, its configuration and judicial protection from the local 
constitutional justice. Currently, almost all of Mexico’s states 
have incorporated some of the social rights, in most cases, it is 
a reproduction of the federal rights; however, there are others 
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that have developed an authentic recognition of their own ri-
ghts that differentiates them from the Federal Constitution. 
The purpose of this study is to explore the recognition of social 
rights, their characteristic content, and the procedural mecha-
nisms for their protection.

Sumario: I. Derechos sociales. II. Derechos sociales en las cons-
tituciones estatales. III. Tutela judicial de los derechos sociales 
en los estados. IV. Dos problemas aun no resueltos.

I. Derechos sociales

Los derechos sociales, surgen con el nacimiento del Estado social 
que implicó la constitucionalización y el reconocimiento de las 
desigualdades humanas, las cuales deben ser reivindicadas desde 
el Estado. 

El nacimiento del Estado Social representa una de las gran-
des aportaciones al constitucionalismo moderno, iniciando por 
el Constituyente de Querétaro de 1917 y seguido por Weimar 
en 1919. Se constató que el Estado de derecho, no es suficiente 
para garantizar la igualdad formal ante la ley; esta igualdad, por 
el contrario, produce a su vez desigualdades económicas de otros 
grupos sociales con menos oportunidades. Así Herman Heller, 
advirtió estas asimetrías y propuso el cambio de modelo de un 
Estado Liberal a un Estado Social de Derecho.1 

Robert Alexy, sostiene que “los derechos a prestaciones en 
sentido estricto son derechos del individuo frente al Estado a 
algo que – si el individuo poseyera medios financieros suficien-
tes y se encontrase en el mercado una oferta suficiente- podría 

1	 Véase Heller, Herman, “Escritos políticos”, Editorial Alianza Universidad, 
Madrid 1985. Para Heller el Estado de derecho es el resultado provisional 
de un proceso de racionalización del poder, conforme al cual se reivindica 
y fortalece a la burguesía; pero al mismo tiempo el proletariado con su par-
ticipación en sindicatos o partidos políticos logra impulsar con mayorías 
legislativas, trabar la expansión del económicamente poderoso y obtener 
mejores prestaciones sociales.
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obtenerlo también de particulares.”2 Se infiere que los derechos 
sociales exigen, para su cumplimiento, la actividad prestacional 
estatal que los materializa en instrumentos eficaces.

Existe una clásica distinción entre los derechos civiles, de li-
bertad o individuales y los denominados derechos sociales; en 
el primer caso la doctrina sostiene que se trata de derechos de 
abstención por parte del Estado: basta con no intervenir para 
que se potencialicen y manifiesten plenamente; en cambio, los 
denominados derechos sociales, son inconcebibles sin la acción 
del Estado. Luis Prieto Sanchís, sostiene: “Los derechos civiles 
y políticos son concebibles sin Estado, sin necesidad de institu-
ciones sociales que los definan o, al menos, así han sido tradicio-
nalmente concebidos, mientras que los económicos, sociales y 
culturales ni siquiera pueden ser pensados sin alguna forma de 
organización política.”3 

La finalidad de estos derechos es inclusiva, logrando que las 
personas, en detrimento por diversas circunstancias personales, o 
de carácter factico, se coloquen en una posición de desventaja. Los 
derechos sociales, no son colectivos en el sentido estricto del tér-
mino, sino derechos individuales, pues su titularidad corresponde a 
cada persona. El carácter de social no se basa en su ejercicio colecti-
vo, sino en que la persona pertenece a un grupo social que compar-
te condiciones de desigualdad similares o intereses comunes. Este 
ejercicio, sin embargo, requiere la intervención del Estado. 

“Los derechos sociales para ser realizados en la práctica, re-
quieren de un cierto modelo de organización estatal, de una serie 
de precondiciones incluso de carácter sicológico y de una base 
axiológica que permita reconocer el deber moral de hacernos 
cargo de las necesidades de los demás”4. El Estado reconoce la 

2	 Alexy, Robert, “Derechos sociales fundamentales”, en Carbonell, Miguel, 
Cruz Parcero, Juan A, y Vázquez, Rodolfo compiladores, “Derechos socia-
les y derechos de las minorías”, IIJ-UNAM. México 2000. p. 67

3	 Prieto Sanchís, Luis, “Los derechos sociales y el principio de igualdad sus-
tancial”, en Carbonell, Miguel, Cruz Parcero, Juan A, y Vázquez, Rodolfo 
compiladores. “Derechos sociales y derechos de las minorías”, op. cit., p. 19.

4	 Carbonell, Miguel, “Los derechos fundamentales en México”, México, Po-
rrúa, 2005, p. 759.
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existencia de sectores sociales desfavorecidos principalmente en 
términos económicos que requieren protección desde la Consti-
tución para revertir el proceso de desigualdad frente a las clases 
en mejores condiciones económicas. 

Los derechos sociales se inscriben en el contexto de Estado 
social que reconoce al individuo como incapaz de procurarse por 
sí mismo la satisfacción de sus necesidades básicas. De ahí deriva 
la convicción social y el compromiso moral del Estado de garan-
tizar a todos los gobernados un mínimo de bienestar, que evite 
nuevos riesgos sociales; de lo contrario la gobernabilidad, la paz 
y legitimidad del propio Estado estarían en duda.

La finalidad de los derechos sociales es garantizar al indivi-
duo una base mínima de bienestar en lo económico, social y cul-
tural que procuren una vida digna. Ejemplos de esto incluyen el 
derecho a la salud, a la educación, al trabajo, a la vivienda entre 
otros. La constitucionalización de los derechos sociales reafirma 
la concepción sustantiva de la democracia, entendida como la tu-
tela de las personas vulnerables y más débiles.5

Ferrajoli ha puesto en la discusión un interesante debate so-
bre la definición formal de los derechos fundamentales en cuatro 
tesis puntuales:

1)	 La separación entre los derechos y sus garantías, que im-
plica que la inexistencia de las últimas no afecta la exis-
tencia del derecho; 

2)	 La distinción estructural entre derechos fundamentales 
(universales e indisponibles) y derechos patrimoniales 
(singulares y alienables); 

3)	 La identificación de los derechos fundamentales con la 
dimensión sustancial de la democracia, como ámbito de 
primacía sobre las mayorías políticas; y 

4)	 La no necesaria coincidencia entre derechos fundamen-
tales y derechos de la ciudadanía.6

5	 Véase Silva Meza, Juan N. y Silva García, Fernando, “Derechos Fundamen-
tales”, México, Porrúa, 2009.

6	 Véase Ferrajoli, Luigi. “Los fundamentos de los derechos fundamentales”, 
Madrid, Trotta, 2001.
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Estas condiciones de Ferrajoli destacan el valor de los dere-
chos fundamentales como indicadores que contribuyen a la paz, 
igualdad, democracia y fundamentalmente a la protección de los 
vulnerables.

Para Rey Pérez, “El nombre de los derechos que hoy nos ocu-
pan no es muy correcto. Porque ciertamente sociales son todos 
los derechos; también los civiles y políticos en cuanto tratan de 
ordenar nuestra vida en sociedad”7. Los derechos sociales son 
concebidos también como derechos imperfectos, incompletos 
o de difícil realización, dada la complejidad que representan al 
momento de hacerlos exigibles. Se discute incluso si estos son 
auténticos derechos o simples pretensiones bien intencionadas, a 
favor de las clases sociales desfavorecidas.

Uno de los aspectos relevantes es el coste económico que 
representa su materialización, ya que requieren una actividad 
prestacional del Estado para hacerlos posibles. Se afirma que, a 
diferencia de los derechos civiles o de libertad, que se realizan de 
forma inmediata, por el deber de abstención del Estado, los de-
rechos sociales requieren una ejecución paulatina, ascendente y 
progresiva vinculada al grado de necesidad de los grupos sociales 
titulares de estos derechos.

No obstante, todos los derechos tienen un coste económico, 
incluidos los llamados derechos civiles o de libertad para que 
puedan verdaderamente ser materializados.

Los derechos sociales son mandatos de igualdad, que reco-
nocen la desigualdad como un hecho social real, en virtud de las 
carencias o precariedades de ciertos grupos sociales que viven 
en desventaja frente al resto de la comunidad. Esto requiere me-
didas compensatorias que les permitan revertir esa condición 
desfavorable.

Según Luis Prieto Sanchis, “por derechos sociales entende-
remos solo derechos prestacionales en sentido estricto: esto es, 
aquellos cuyo contenido obligacional consiste en dar bienes o 
proporcionar servicios que, en principio, el sujeto titular podría 

7	 Rey Pérez, José Luis, “La naturaleza de los derechos sociales”, Derechos y 
libertades, núm. 16, época II, enero de 2007, pp-137-156. 
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obtener en el mercado si tuviera medios suficientes para ello.”8

En suma, los derechos sociales; se estructuran a partir del re-
conocimiento de tres condiciones básicas: 

•	 Un sector social vulnerable;
•	 La necesidad de prevenir nuevos riesgos sociales; y 
•	 La responsabilidad del Estado en este equilibrio.

En la primera de las condiciones, se encuentran sectores so-
ciales que, por diferentes razones, se colocan en una situación de 
vulnerabilidad frente a las mayorías. La condición de vejez, por 
ejemplo, requiere de estrategias diferenciadas para atender las 
particularidades de este sector (médicos, medicinas, recreación, 
espacios adecuados para vivir). Asimismo, las clases en situación 
de pobreza enfrentan obstáculos que les impiden desarrollarse 
plenamente y competir en igualdad de circunstancias. Todo esto 
demanda una estrategia de solidaridad colectiva que revierta el 
proceso de desigualdad natural o económica que evite la segre-
gación social.

Esta primera condición, se liga con la segunda, ya que al re-
conocerse los desequilibrios y desigualdades sociales, se prevén 
estrategias que evitan riesgos que amenacen la paz. Es decir, se 
planifican políticas públicas para atender las necesidades de los 
ancianos o estrategias para combatir la pobreza, evitando con 
ello el estallido social y el riesgo de alterar la paz y armonía del 
Estado o lo más delicado la deshumanización social frente a la 
precariedad de sus integrantes.

La última condición de los derechos sociales se orienta a la 
responsabilidad del Estado frente a estos problemas. El deber del 
Estado de garantizar la eficacia de los derechos sociales, para que 
los vulnerables accedan a políticas y acciones concretas que equi-
libren su situación de desventaja frente a los demás.

Aquí reside la fuerza de los derechos sociales: el grado de 
cumplimiento que el Estado se compromete a garantizar para que 
los derechos sean accesibles para todos. En opinión de García Pe-

8	 Prieto Sanchis, Luis. “Los derechos sociales y el principio de igualdad sustan-
cial” ob cit., p. 27
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layo, esta acción del Estado se le denomina “la procura existen-
cial”,9 que implica un conjunto de acciones que el Estado debe lle-
var a cabo para equilibrar el proceso de desigualdad social. Esto 
puede incluir la intervención estatal para controlar los poderes 
económicos de los particulares, evitar la concentración excesiva 
del capital, redistribuir la riqueza y proteger la salud mediante 
medios accesibles o gratuitos para los pobres. También requiere 
el establecimiento de escuelas, hospitales, centros culturales, y 
exigen una inversión económica para asegurar su cumplimiento.

Esta procura existencial está reconocida en el artículo 2.1. del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, que establece:

Cada uno de los Estados parte en el presente Pacto se compromete 
a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia 
y la cooperación internacionales, especialmente económicas táni-
cas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr 
progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en 
particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad 
de los derechos aquí reconocidos.

Por lo tanto, el núcleo esencial de los derechos sociales radica 
en el compromiso moral del Estado para garantizar la igualdad 
real y sustantiva de todas las personas, reconociendo las des-
igualdades que prevalecen y procurando acciones que permitan 
revertir el proceso de desventaja a través de políticas y acciones 
de gobierno que satisfagan sus necesidades básicas. Solo cuando 
se garantizan los derechos básicos que permiten vivir dignamen-
te “como alimentación, salud, vivienda y agua” podemos afirmar 
que el derecho a la igualdad sustantiva se encuentra asegurado y, 
a partir de este, pueden desplegarse otros derechos. El núcleo de 
estos derechos reside en la satisfacción de necesidades impres-
cindibles para la existencia humana y el deber moral del Estado 
de garantizar la procura existencial para que sus gobernados ac-
cedan a una base mínima de derechos que les permitan desarro-
llarse como seres humanos libres y participar dentro del Estado 
como sujetos de derechos que contribuyen al fortalecimiento de 
su comunidad.

9	 Citado por Carbonell, Miguel, op cit. p. 768. 
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II. Derechos sociales en  
las constituciones estatales

En las últimas dos décadas se ha emprendido un activismo cons-
titucional de los estados tendiente a ampliar el catálogo de dere-
chos que cada entidad federativa reconoce para sus gobernados; 
los constituyentes estatales han incorporado diversos conceptos 
que aspiran al reconocimiento de derechos humanos más allá de 
los contenidos en la Constitución Federal. 

Si bien la mayoría de las constituciones han establecido una 
cláusula de incorporación de los derechos humanos previstos en 
la norma nacional —reproduciéndolos y adoptándolos casi todas 
las entidades federativas— existen otras normas que han amplia-
do los derechos, otorgándoles un mayor alcance y contenido, así 
como aspectos de carácter prestacional que comprometen al Es-
tado una procura existencial ampliada.

Dentro de estos derechos, se pueden encontrar los derechos 
sociales que han sido recogidos en los estados de diversas formas 
en cuanto a su reconocimiento, contenido, especificidad y exigi-
bilidad. 

Al respecto de los derechos sociales, tras realizar una revi-
sión de los textos constitucionales estatales se pueden derivar los 
siguientes hallazgos:10

•	 Con excepción de Quintana Roo11, todas las constitucio-
nes tienen una cláusula de reconocimiento e incorpora-
ción de los derechos humanos enunciados en la Constitu-
ción Federal y los tratados internacionales, esta adopción 
aparece principalmente posterior a la reforma constitu-

10	 Se realizó una revisión de las 32 Constituciones estatales, respecto a los 
derechos sociales reconocidos en sede local para estar en condiciones de 
identificar su configuración, características propias que las distinguen de 
los derechos reconocidos en el ámbito federal y alcance de estos derechos 
desde lo estatal. A continuación, se presenta un resumen de los hallazgos 
principales de esta revisión.

11	 Si bien la Constitución de Quintana Roo no prevé una cláusula expresa de 
incorporación, si se desarrolla una transcripción en términos similares a 
los derechos de corte nacional.
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cional federal de junio de 2011, en materia de derechos 
humanos.

•	 Existe un listado amplio de derechos sociales de distin-
ta naturaleza, la mayoría ya previstos en la Constitución 
Federal, entre ellos destacan: derechos de los pueblos y 
comunidades indígenas, afromexicanos, migrantes; dere-
chos a la alimentación, acceso a la cultura, al deporte, a 
la salud, a la vivienda digna, a un medio ambiente sano, 
el acceso al agua para consumo personal y doméstico, a 
la educación; los derechos de grupos vulnerables, como 
los relativos a la niñez, a los adultos mayores, los jóve-
nes, personas con discapacidad; atención médica a muje-
res embarazadas; el derecho al mínimo vital; acceso libre 
y universal al internet y a las tecnologías de la informa-
ción y comunicación; el aprovechamiento de las fuentes 
renovables de energías; el reconocimiento al trabajo do-
méstico; el derecho a la ciudad; el reconocimiento de los 
animales como seres sintientes; el derecho de las perso-
nas desaparecidas a ser buscadas y reintegradas al núcleo 
familiar.

•	 Los estados de Campeche y Oaxaca destacan ya que el 
primero no presenta un catálogo propio de derechos hu-
manos, distinto al de corte nacional mientras que ambos 
carecen de una adopción de derechos sociales, aunque si 
mantienen una disposición general de incorporación de 
los derechos humanos en el ámbito federal.

•	 La Ciudad de México, es la entidad que reconoce el más 
amplio catálogo de derechos humanos y sociales de todo 
el país, destacando un desglose ampliado en su redacción 
constitucional y consagrando garantías para su cumpli-
miento como progresividad, exigibilidad, justiciabilidad y 
reparación integral.

•	 Aunque la mayoría de los estados reconocen los dere-
chos sociales de forma genérica, como educación, salud, 
medio ambiente, agua, alimentación, derechos de gru-
pos vulnerables, en algunos casos estos derechos tienen 
un contenido pormenorizado en su configuración; Por 
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ejemplo en Chiapas,12 Nayarit13 y Durango14 se consagra 
el derecho de las mujeres embarazadas a recibir atención 
médica gratuita, en el primer estado con el cincuenta por 
ciento del costo y en los dos restantes la atención total 
gratuita.

•	 En el mismo sentido estados como Colima15 y Nayarit16 
decretan la atención médica gratuita a las personas adul-
tas mayores; y en la Ciudad de México,17 la creación de un 
sistema de cuidados para personas en situación de depen-
dencia por enfermedad, discapacidad, ciclo vital, como la 
infancia y la vejez.

•	 También se reconoce el derecho a la ciudad en Jalisco18, 
Estado de México,19 la Ciudad de México20, Michoacán21 
y Yucatán22.

•	 En Baja California23 y Ciudad de México24, se reconoce el 
derecho a un mínimo vital para una vida digna. En Chi-
huahua25 se reconoce el aprovechamiento de las fuentes 
renovables de energía.

12	 El derecho de las mujeres embarazadas al pago del 50% de los gastos deri-
vados del embarazo y parto de quien indiquen como el padre. Constitución 
de Chiapas, art. 8.  .

13	 Constitución de Nayarit, art. 7 fracc. XII 2, Derecho de la mujer embaraza-
da y del producto de gestación a recibir atención médica gratuita durante 
el embarazo y el parto. 

14	 Constitución de Durango, art. 33, Derecho de las mujeres embarazadas a la 
atención gratuita durante el embarazo, parto y postparto. 

15	 Constitución de Colima, art. 4. 
16	 Constitución de Nayarit, art. 7 fracc. XII. 5. 
17	 Constitución de la Ciudad de México, art. 9. o
18	 Constitución de Jalisco, art. 4. 
19	 Constitución del Estado de México, art. 5. 
20	 Constitución de la Ciudad de México, art. 12. 
21	 Constitución de Michoacán, art. 2 bis.
22	 Constitución de Yucatán, art. 2. n
23	 Constitución de Baja California, art. 8. 
24	 Constitución de la Ciudad de México, art. 9. 
25	 Constitución de Chihuahua, art. 4..
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•	 En Jalisco26, Durango27 y Tlaxcala28 se otorga el reconoci-
miento al trabajo doméstico. 

•	 En Estado de México29, Ciudad de México30 y, se reconoce 
a los animales como seres sintientes.

•	 Nuevo León31 reconoce el derecho de las personas desa-
parecidas a ser buscadas y reintegradas al núcleo familiar.

•	 Chiapas32 asume el compromiso de establecer un fondo 
destinado al pago de reparación del daño que pueda de-
rivar de una resolución vinculatoria emitida por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.

•	 Es notable que la denominación de los derechos socia-
les en las constituciones estatales se utiliza un lenguaje 
discursivo, abierto, enunciativo, con términos como “de-
recho de acceso”, a “disfrutar”, “implementar políticas”, 
“en los términos que dispongan las leyes, planes o progra-
mas”. Sin embargo, no se prevé un mecanismo concreto 
para la exigibilidad de estos derechos, salvo en los casos 
donde se definen implícitamente la forma y condiciones 
de ejercerlos.

El reconocimiento de los derechos sociales en las constitu-
ciones estatales representa un avance significativo que debe ir 
acompañado de una estrategia de voluntad política y compro-
miso social con los sectores desprotegidos para lograr su plena 
eficacia. Como lo reconoce el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, la plena efectividad de los de-
rechos sociales es una obligación progresiva, es decir, no pueden 
lograrse en un tiempo breve. Sin embargo, implica acciones, es-
fuerzos y estrategias 

Por otro lado, el principio de progresividad de los derechos 
sociales conlleva la prohibición de regresividad, es decir, se debe 

26	 Constitución de Jalisco, art. 4. o
27	 Constitución de Durango, art. 23. 
28	 Constitución de Tlaxcala, art. 26. 
29	 Constitución del Estado de México, art. 18. 
30	 Constitución de la Ciudad de México, art. 11. 
31	 Constitución de Nuevo León, art. 26. 
32	 Constitución de Chiapas, art. 4. s
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evitar que todo avance alcanzado en su cumplimiento retroceda. 
Por el contrario, deben plantearse nuevas metas que amplíen la 
satisfacción del mismo derecho. Por ejemplo, si el primer paso en 
la satisfacción del derecho a la salud de los adultos mayores se da 
garantizando consultas médicas gratuitas, el siguiente paso debe 
ser proporcionar atención médica especializada en concordancia 
con su edad, como la geriatría.

El Estado y los derechos sociales forman una unidad indiso-
luble. Sin derechos sociales no existe el Estado social, y éste se 
actualiza en cuanto hace efectivos esos derechos en un sistema 
democrático.33 El reto de los derechos sociales consiste en lograr 
que sean efectivamente garantizados por el Estado o en su caso 
susceptibles de una tutela judicial efectiva que obligue a su cum-
plimiento.

III. Tutela judicial de los derechos 
 sociales en los estados 34

La creación de medios de control constitucional local, impulsada 
por la iniciativa veracruzana para la protección de la supremacía 
de las constituciones estatales, ha abierto un debate que sigue 
vigente. Los problemas de doble jurisdicción, la definición clara 
del ámbito de competencia de la justicia constitucional local y la 
defensa de los derechos humanos todavía están monopolizados 
por la justicia federal. La línea divisoria que une y separa la in-
terpretación constitucional de dos fuentes constitucionales —la 
federal y la local— y la falta de una jurisdicción constitucional 

33	 Aguilar Caballo, Gonzalo, “¿Son los derechos sociales sólo aspiraciones?: 
Perspectivas de la comisión interamericana de derechos humanos”, en von 
Bogdandy, Armin y Fix-Fierro, Héctor (Corrds.), Construcción y papel de 
los derechos sociales fundamentale  . Hacia un ius constitucionale commune 
en América Latina, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2011, p. 422.

34	 Las ideas centrales de este apartado se recogen del trabajo “La protección 
de los Derechos Humanos en la justicia constitucional local y los problemas 
de la doble jurisdicción” Enríquez Soto, Pedro Antonio en “La Constitución 
de la Ciudad de México” Astudillo, Cesar y Bonilla Gutiérrez, Julio Cesar, 
México, Porrúa, México, 2021. 
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local especializada que se asuma verdaderamente como defenso-
ra de la supremacía de sus constituciones son problemas que aún 
requieren respuestas. 

Al revisar los sistemas estatales actuales de protección de 
derechos humanos, se advierte que solo nueve estados prevén 
un juicio para la defensa de los derechos humanos reconocidos 
en sus constituciones locales. En algunos casos, como Nayarit, el 
pionero del “amparo local”, este sistema ha sido recientemente 
derogado.

A pesar de que todas las constituciones estatales reconocen 
derechos humanos, ya sea mediante cláusulas de incorporación 
o reconocimiento de derechos previstos en la Constitución fede-
ral o en tratados internacionales, o en otros casos ampliando el 
catálogo de derechos que existen en la federación, no se prevén 
garantías procesales que permitan a las personas reclamar la de-
fensa de sus derechos cuando estos han sido vulnerados.

Los estados que actualmente prevén un medio de defensa de 
los derechos humanos en sede jurisdiccional son:

Aguascalientes

En una reforma reciente a la Constitución de Aguascalientes, se 
incorporaron instrumentos de control constitucional local,35 el 
27 de septiembre de 2023, se publicó la Ley de Control Consti-
tucional, que regula los procesos constitucionales, incluyendo el 
juicio para la protección de los derechos humanos. Este juicio es 
procedente contra leyes, normas generales, actos del Congreso 
del Estado, del poder ejecutivo y, en general, de cualquier autori-
dad estatal que incida en los derechos humanos reconocidos por 
la Constitución Política del Estado.

35	 Mediante reforma publicada el 8 de agosto de 2023 a la Constitución de 
Aguascalientes se creó la Sala constitucional quien tendrá competencia 
para resolver los siguientes medios de control de constitucionalidad local: 
a) Controversia constitucional local; b) Acción de Inconstitucionalidad lo-
cal; y c) Juicio para la protección de los derechos humanos de carácter 
local.
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Chihuahua

Prevé un denominado recurso de queja que faculta al Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia conocer de las violaciones a los de-
rechos humanos. Cualquier persona perjudicada puede interpo-
ner una queja contra la autoridad infractora, aunque este recurso 
carece hasta ahora de desarrollo legislativo claro sobre el proce-
dimiento a seguir.36 Este recurso no tiene un desarrollo legislati-
vo en el que se prevea el procedimiento para ejercer la defensa 
de los derechos humanos.

Ciudad de México

En la Constitución de la Ciudad de México se prevé en el artículo 
36.3 el juicio de tutela de los derechos humanos. 

Dentro de las características principales del juicio de tutela 
desde el diseño constitucional son las siguientes:

1.	 Puede ser presentado de forma oral o escrita;
2.	 Las resoluciones deberán emitirse un plazo no mayor a 

diez días naturales;
3.	 El cumplimiento de las sentencias por parte de las autori-

dades será de inmediato;
4.	 La legislación reglamentaria, prevendrá los sujetos legiti-

mados, los supuestos de procedencia, medidas cautelares 
y de apremio; así como las sanciones aplicables a las auto-
ridades en caso de incumplimiento;

5.	 Es un juicio biinstancial, puesto que inicia ante un juez 
de tutela, cuyas resoluciones pueden ser combatidas en 
segunda instancia ante la Sala Constitucional, conforme a 
los plazos y procedimientos previstos en la ley reglamen-
taria;

6.	 Se prevé una especie de facultad de atracción que pue-
de ejercer cualquier magistrado del Tribunal Superior de 
Justicia o el titular del Instituto de Defensoría Pública, 
para que la Sala Constitucional, revise algún criterio con-

36	 Constitución Política de Chihuahua, art. Artículo 200..
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tenido en una sentencia del juez de tutela o bien resolver 
contradicciones en la interpretación constitucional, acla-
rar el alcance de un derecho o evitar un perjuicio grave;

7.	 Los criterios que emita la Sala Constitucional tomados en 
el juicio de tutela serán vinculantes para los jueces de la 
materia.

Oaxaca

La Constitución en el artículo 106 apartado B, prevé el juicio para 
la protección de los derechos humanos.37 

En materia de protección de derechos humanos se recono-
ce la existencia de un juicio para la protección de los derechos 
humanos, mismo que tiene un diseño limitado en su propósito 
de proteger los derechos de los oaxaqueños, puesto que se con-
creta a resolver únicamente los casos en los que se denuncia el 
incumplimiento de las recomendaciones hechas por la Defen-
soría de los Derechos Humanos del Pueblo de Oaxaca, una vez 
que ésta haya agotado los medios a su alcance para lograr su 
cumplimiento. 

Puebla

Mediante una reforma de febrero de 2024, se creó la Sala Espe-
cializada en Materia Constitucional y se promulgaron procedi-
mientos para la Acción de Tutela, destinada a remediar violacio-
nes a derechos humanos a nivel local.38

37	 Mediante reforma publicada el 6 de abril de 2011, se creo la Sala Cons-
titucional del Tribunal Superior de Justicia y diseñó diversos medios de 
control constitucional. El 6 de septiembre de 2013 se publicó la Ley Re-
glamentaria del apartado B del articulo 106 de la Constitución Política del 
Estado de Oaxaca, que se regulan los diversos instrumentos de control 
constitucional.

38	 Ley Reglamentaria de los medios de defensa de la Constitución de Puebla, 
art. 34. 
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Querétaro 

La nueva Constitución de marzo de 2008 incorporó un juicio de 
protección de derechos fundamentales y colectivas. La Sala Cons-
titucional resuelve los casos en un plazo de quince días hábiles.

El artículo 115 de la Ley de Control Constitucional, regula el 
juicio de protección de los derechos colectivos o difusos, tiene 
como finalidad proteger los derechos de tal naturaleza consagra-
dos en la Constitución estatal, así como en los tratados interna-
cionales, contra actos de particulares o de las autoridades locales 
o municipales que los vulneren.

Tabasco

La Sala Especializada Constitucional del Tribunal Superior de Jus-
ticia ejerce competencia en mecanismos de control constitucio-
nal. Se publicaron procedimientos para el recurso por violación de 
derechos fundamentales.ejercer la competencia en esta materia.

La Ley de Control Constitucional Reglamentaria del artículo 
61 de la Constitución, se publicó el 23 de diciembre de 2017, y 
en esta se dispone el procedimiento para accionar el recurso por 
violación de derechos fundamentales.

Es un juicio de única instancia y quedan excluidos de este 
recurso los asuntos del orden penal y electoral.

Tlaxcala

Tlaxcala fue una de las entidades pioneras en México en sumarse 
a la justicia constitucional local, mediante reforma constitucio-
nal publicada el 18 de mayo de 2001, se estableció un sistema de 
control cuya competencia corresponde al Tribunal Superior de 
Justicia, resolver los distintos instrumentos jurisdiccionales de 
control constitucional.39

39	 Constitución Política de Tlaxcala, art. 81. I. Juicio de protección constitu-
cional; II. Juicio de competencia constitucional; III. Acción de inconstitu-
cionalidad, y IV. Acción contra la omisión legislativa.

| 98 

Pedro Antonio Enríquez Soto



La Ley de Control Constitucional estatal prevé el juicio de 
protección constitucional tiene por objeto nulificar las normas y 
actos de las autoridades que violen las disposiciones contenidas 
en la Constitución del Estado y en la demás legislación que de 
ella emane, en perjuicio de los particulares. La promoción de este 
medio de control será siempre optativa para el interesado.40

En el juicio de protección se plantean violaciones en perjui-
cio de los derechos de los particulares contra normas o actos de 
las autoridades, con el propósito de anularlos.

Veracruz

Como se ha afirmado, Veracruz fue el pionero en el estableci-
miento de la justicia constitucional local en la Constitución pu-
blicada el 3 de febrero de 2000. Con esta norma constitucional, 
nace en México esta tendencia de protección de las constitucio-
nes estatales como normas supremas hacia el régimen interno.

El juicio de protección de los derechos humanos, correspon-
de resolverlo a la Sala Constitucional del Tribunal Superior de 
Justicia, y se encuentra regulada en la 

IV. Dos problemas aun no resueltos

A pesar de que todos los estados reconocen derechos humanos, 
solo nueve tienen un sistema judicial para su protección, cuyos 
resultados son difíciles de considerar exitosos. 

Dos problemas centrales se destacan:

1.	 El juicio de protección de derechos humanos salvaguarda 
los derechos contenidos en la Constitución Local.

2.	 La Sala Constitucional carece de competencia para pro-
nunciarse sobre violaciones a las garantías individuales,41 

40	 Constitución Política de Tlaxcala, art. 65.
41	 El concepto garantías individuales fue modificado por los derechos hu-

manos con la reforma constitucional de junio de 2011 al artículo 1º de la 
Constitución Federal.
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o para resolver sobre la constitucionalidad de leyes y ac-
tos de autoridad, es decir, sobre el apego o no de los mis-
mos a la Constitución Federal.

Estos dilemas se centran principalmente en lo siguiente:

1.	 Competencias jurisdiccionales: Un fallo de la Corte en el 
caso Veracruz, al resolver la Controversia Constitucional 
16/2000, estableció que la Sala Constitucional no tiene 
competencia para pronunciarse sobre violaciones a de-
rechos federales, limitándose a los derechos reconocidos 
localmente. Esto crea dificultades para los jueces locales, 
quienes deben enfrentar casos que a menudo involucran 
derechos humanos en ambas esferas.

2.	 Dilemas de doble jurisdicción: Al igual que en la justicia or-
dinaria, los conflictos terminan resolviéndose en el ampa-
ro federal. La contradicción de tesis 350/2009 determinó 
que es procedente impugnar resoluciones de amparo lo-
cal en la vía del amparo federal, sin que esto vulnere las 
competencias de los tribunales constitucionales locales. 
Esto significa que las decisiones de los tribunales locales 
pueden ser objeto de revisión por la justicia federal.

La consolidación del sistema de protección de derechos hu-
manos a nivel local sigue siendo un desafío. La reticencia de la 
justicia federal para que la justicia constitucional local se afian-
ce como una verdadera jurisdicción especializada es el principal 
obstáculo para su fortalecimiento.

Aunque la Suprema Corte reconoce la oportunidad de evolu-
ción progresiva en los derechos humanos locales, el amparo fede-
ral se convierte en el recurso para impugnar decisiones de jueces 
constitucionales locales. Este aspecto contradice la intención de 
romper el monopolio de la justicia federal en la protección de 
derechos humanos que planteó la reforma del artículo 1º cons-
titucional.

Dividir la protección de derechos humanos entre fuentes lo-
cales y federales limita la efectividad de los sistemas de tutela lo-
cal, y crea una percepción de ineficacia entre los ciudadanos. Esto 
plantea un reto significativo que debe ser abordado para fortale-
cer la autonomía y efectividad de la justicia constitucional estatal.

| 100 

Pedro Antonio Enríquez Soto




